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1990   a   60%   en   2012”.  

Este   documento   aborda   dos   temáticas   a   partir   de   información   reciente   de   la   mejor   calidad   que  

está   disponible   en   el   país.   Empezamos   por   exps   









está   dispuesta   a   aceptar   mayores   impuestos   por   ello.  

La   segunda   tendencia   es   en   directa   relación   con   la   desigualdad   económica   y   se   sustenta   en   la  

encuesta   CEP   de   julio   del   2019.   Los   resultados   indican   que   el   81%   de   los   entrevistados   está   de  

acuerdo   con   un   mecanismo   estatal   que   asegure   que   los   salarios   bajos   aumenten   con   el  

crecimiento   económico,   como   se   evidencia   en   el   lado   izquierdo   de   la   figura   7.   Del   mismo   modo,  

y   consistente   con   la   amplia   adhesión   al   igualitarismo,   el   71,7%   apoya   que   el   Estado   limite   el  

salario   de   los   gerentes   de   grandes   empresas,   como   se   muestra   en   el   lado   derecho   de   dicha  

figura.  

La   tercera   área   de   relevancia   remite   a   la   generación   de   mecanismos   de   integración   social   que  

sean   vistos   como   legítimos   por   la   ciudadanía   y   que   garanticen   una   mejor   representación   de   los  

intereses   ciudadanos.   Chile   está   viviendo   una   de   sus   mayores   crisis   institucionales   desde   el  

retorno   a   la   democracia,   la   cual   está   atravesada   por   una   fractura   del   acceso   al   poder   político.  

La   clase   política   chilena   se   ha   desconectado   de   la   ciudadanía   expresada   en   movimientos  

sociales   y   la   sociedad   civil   organizada.   Esto   también   puede   afectar   las   políticas   sociales.   Si  

bien   algunas   políticas   sociales   benefician   a   una   porción   significativa   de   la   ciudadanía,   ésta  

puede   sentir   que   las   políticas   no   los   representan   porque   no   han   participado   de   su   generación.  

Al   analizar   la   encuesta   CEP   de   junio   del   2019   encontramos   que   esta   idea   tiene   asidero.  

Como   se   observa   en   la   figura   8,   sólo   el   20,9%   de   los   encuestados   está   de   acuerdo   con   que   las  

políticas   públicas   reflejan   los   intereses   de   la   mayoría.   Frente   a   la   pregunta   “¿Cuán   diferentes  

cree   usted   serían   las   políticas   públicas   si   los   miembros   del   Congreso   fueran   más   parecidos   a  

los   demás   ciudadanos   en   términos   de   riqueza?”,   casi   el   70%   señala   que   éstas   serían  

“Diferentes”   o   “Muy   diferentes”.   Estos   hallazgos   sugieren   que   la   ciudadanía   está   a   favor   de   una  

mayor   igualdad   económica   entre   los   que   legislan   y   los   ciudadanos.  

Asimismo,   esto   revela   que   no   solo   sería   importante   entregar   beneficios   por   parte   del   Estado,  

sino   también   hacer   partícipes   a   los   beneficiarios   del   proceso   en   el   que   se   generó   la   política  

social   en   cuestión.   De   este   modo,   la   política   social   es   pensada   como   un   problema   de   toda   la  

comunidad,   y   así   se   podría   evitar   generar   diferencias   sociales—por   ejemplo,   entre   los  

“necesitados”   y   el   resto   de   los   ciudadanos;   o   entre   los   ciudadanos   m20,9cap  F頀es  
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descansa   sobre   la   pregunta   “¿cómo   deberíamos   nosotros   resolver   SUS   problemas?”,   sino   en  

“¿cómo   deberíamos   nosotros   resolver   NUESTROS   problemas   de   bienestar   social”?  

Un   segundo   mecanismo   de   integración   social   refiere   al   fortalecimiento   de   actores   que  

intermedien   entre   los   individuos   y   el   Estado   y   el   sistema   político.   Estos   actores   pueden  

canalizar   institucionalmente   las   demandas   de   la   ciudadanía,   lo   que   puede   ayudar   a   evitar   crisis  

institucionales   de   gran   magnitud.   Un   posible   actor   de   este   tipo   son   los   trabajadores.   Ellos  

fueron   claves   para   el   desarrollo   de   los   Estados   de   bienestar   en   el   siglo   XX.   Sin   embargo,   los  

trabajadores   han   tenido   un   rol   menor   en   el   juego   de   poder   en   el   Chile   contemporáneo.   Pese   a  

esto,   los   datos   de   la   encuesta   CEP   de   junio   del   2019   señalan   que   hay   una   gran   demanda  

ciudadana   por   mayor   colectivización   de   los   intereses.   Tal   como   muestra   la   figura   9,   más   del  

70%   de   los   encuestados   está   de   acuerdo   con   la   necesidad   de   sindicatos   fuertes   y   con   tener  

representación   en   directorios   de   grandes   empresas.   Ciertamente,   los   trabajadores   fueron  

claves   en   el   siglo   XX   y   las   condiciones   sociales   del   siglo   XXI   son   distintas,   por   lo   que   resulta  

importante   mencionar   también   otros   tipos   de   actores   colectivos—como   los   movimientos  

sociales   y   la   sociedad   civil   organizada.   Más   allá   de   señalar   una   opción   específica,   quisiéramos  

mostrar   la   demanda   que   hay   en   la   ciudadanía   por   mecanismos   de   integración   social   que  

ayuden   a   colectivizar   los   intereses   de   los   individuos.  

En   resumen,   Chile   muestra   en   términos   comparativos   un   alto   nivel   de   desigualdad   y   un   bajo  

gasto   social,   los   que   crecientemente   se   acompañan   de   un   aumento   de   presiones  

redistributivas.   Estas   presiones   poseen   focos   muy   claros   en   áreas   de   políticas   de   bienestar  

como   son   pensiones,   salud   y   educación,   y   además   tendencias   generales   por   mayor   igualdad  

salarial.   El   distanciamiento   progresivo   de   las   elites   y   ciudadanía   representa   una   amenaza   al  

contrato   social   y   la   legitimidad   del   sistema   democrático,   requiriendo   mayores   espacios   de  

diálogo   con   la   sociedad   civil.  

 

 

 


